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RESUMEN: El presente trabajo analiza el nuevo estatuto del quebrantamiento de condena 
de adolescentes, establecido a través de la Ley Nº 21.527. Luego de precisar su naturaleza 
jurídica, concepto y fundamento, el artículo ofrece una interpretación sobre el sentido y 
alcance de la nueva regulación. Adicionalmente, el texto examina el problema relativo a la 
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la referida ley y el carácter eventualmente más favorable del nuevo estatuto.
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I. INTRODUCCIÓN Y ACLARACIONES METODOLÓGICAS

La Ley Nº 21.527 constituye sin duda la reforma más sustantiva introducida 
a la Ley Nº 20.0843, sobre responsabilidad penal adolescente, desde su entrada en 
vigencia el año 2005. Esta afirmación se funda en que dicha modificación aborda 
casi todos los ejes normativos e institucionales que subyacen a la regulación (ac-
tualmente) vigente, pues se incluyen innovaciones en materia de Derecho Penal 
sustantivo (en especial, respecto de las sanciones y su determinación), en el ámbito 
procesal penal (donde destaca la incorporación de la mediación) y en materia de 
Derecho ejecutivo. A esto se añade la creación de un nuevo Servicio de Reinserción 
Social Juvenil.

En específico, este artículo se referirá a las reformas introducidas respecto 
del quebrantamiento de condena de adolescentes, es decir, a uno de los cambios 
introducidos en relación con el sistema original de ejecución contemplado en la 
Ley Nº 20.084. En términos metodológicos, se analizará la naturaleza jurídica y 
el fundamento del quebrantamiento de condena, y se partirá de la base de que la 
nueva normativa en materia de quebrantamiento no debe analizarse simplemente 
desde la perspectiva del cambio de redacción del artículo 52 –que es el precepto que 
regula esta cuestión–, sino que requiere, necesariamente, asumir la reforma indicada 
en términos sistemáticos4. Efectivamente, si bien el artículo referido constituye la 
principal fuente normativa del quebrantamiento de condena de adolescentes, existe 
a lo largo del nuevo régimen legal una serie de disposiciones que directa o indirec-
tamente inciden en el estatuto de dicha institución. De ahí que el correcto abordaje 
del quebrantamiento no pueda obviar la normativa que, estando vinculada con él, 
se encuentra dispersa en el nuevo texto legal.

Asimismo, el análisis que aquí se propone, sin prescindir de la cuestión sis-
temática, se efectuará desde lo general a lo particular, pues primero se examinarán 
aspectos conceptuales del quebrantamiento (v.gr., su definición y clasificación), 
para luego emprender el estudio de los aspectos específicos del quebrantamiento 
del nuevo catálogo de sanciones previsto en la Ley de Responsabilidad Penal de 
Adolescentes. Para tales efectos, el texto analizará las disposiciones establecidas en la 
Ley Nº 20.084, que serán complementadas con consideraciones doctrinales que se 
hayan desarrollado sobre el particular.

Igualmente, el artículo partirá de una característica comúnmente aceptada a 
nivel doctrinal, a saber, que la justicia penal juvenil constituye un sistema de res-

3  En lo sucesivo, si se hace referencia a algún artículo sin precisar a qué ley corresponde, se entiende 
que se alude a la Ley Nº 20.084, que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por 
infracciones a la ley penal.
4  Favorece esta misma clase de interpretación, a propósito del problema de la determinación de las 
sanciones en el régimen de responsabilidad penal juvenil, Cillero (2008) pp. 2-3.



 135 
Revista Chilena de Derecho | Chilean Journal of Law | Vol. 51 Nº 3, pp. 133 - 162 [2024]

Vera Vega,   Jaime / Mayer Lux,  Laura | “La nueva regulación del quebrantamiento de condena de adolescentes:…”

ponsabilidad “especial”5 o “diferenciada”6, que presenta rasgos específicos en com-
paración con la que es aplicable a los adultos7, los que han de ser tenidos en cuenta 
a la hora de interpretar la normativa que la rige. En lo que respecta al contenido del 
presente trabajo, especialmente relevante será la idea de que en materia de respon-
sabilidad penal de adolescentes han de preferirse las sanciones no privativas de la 
libertad8, idea que constituye una expresión de otra más general, relacionada con el 
menor rigor punitivo9 que caracteriza a la justicia penal en este específico ámbito.

Tal forma de enfrentar el conflicto penal se vincula, asimismo, con la finali-
dad de reinserción que tiene la Ley Nº 20.084, que es deducida10, especialmente, 
de lo dispuesto en su artículo 20. De acuerdo con dicho precepto, “[l]as sanciones 
y consecuencias que [ella] […] establece tienen por objeto hacer efectiva la respon-
sabilidad de los adolescentes por los hechos delictivos que cometan, de tal manera 
que la sanción forme parte de una intervención socioeducativa amplia y orientada a 
la plena integración social”.

A su turno, debe destacarse que la reforma aludida perfecciona el régimen 
sobre ejecución de sanciones de adolescentes, que constituye, justamente, una de 
las grandes falencias que ha caracterizado al sistema aplicable a los adultos11. En esa 
línea, el modelo de ejecución de adolescentes en materia penal, incluso antes de la 
reforma, ya contaba con un conjunto de instituciones, tales como, la remisión, la 
sustitución y el quebrantamiento12, cuya aplicación servía de complemento al pro-
ceso de individualización de la pena, específicamente en lo tocante a la satisfacción 
de los fines subyacentes a la Ley Nº 20.084. Por lo tanto, de resultar exitosa la re-
forma introducida por la Ley Nº 21.527, podría quedar todavía más en evidencia 
el déficit que históricamente ha caracterizado al sistema de ejecución de sanciones 
penales aplicables a los mayores de dieciocho años.

5  Maldonado (2011) p. 524.
6  Horvitz (2006) p. 97, con referencias al “principio del interés superior del niño”. En la misma 
línea, Castro (2023) p. 1205; Langer y Lillo (2014) p. 714.
7  Como plantea Couso (2012) pp. 150 y 170, el juzgamiento penal de los adolescentes, tanto en 
materia sustantiva como procesal, se rige por el “principio de especialidad”, el cual se proyecta a una 
serie de cuestiones, que en caso alguno se limitan a la determinación de la pena aplicable. En el mis-
mo sentido, Alvarado (2022) pp. 284-285; Maldonado (2014) pp. 44-45; Núñez y Vera (2012) 
p. 180. Véase, también, Cillero (2008) p. 4, relacionando la especialidad del sistema con las ideas 
de necesidad y merecimiento de pena.
8  Aguirrezabal, Lagos y Vargas (2009) p. 148; Diehl, Carvalho y Baracho (2020) p. 225; Me-
dina (2009) p. 214, aludiendo al “carácter extraordinario de la privación de libertad para menores”. 
9  En esa misma línea, Couso (2012) pp. 157-159. Véase, igualmente, Corte de Apelaciones de 
Puerto Montt, 29/03/2018.
10  Aguirrezabal, Lagos y Vargas (2009) pp. 140-141; Estrada (2011) p. 562. En un sentido simi-
lar, Reyes (2019) p. 175.
11  Künsemüller (2005) pp. 113 y ss.
12  Aguirrezabal, Lagos y Vargas (2009) p. 148, n. 38; Estrada (2011) p. 566.
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Finalmente, pese a que el problema del quebrantamiento de condena de 
adolescentes ya ha sido abordado por la doctrina13, aún no se han elaborado traba-
jos sobre la base de la nueva regulación de dicho instituto. En ese sentido, la Ley 
Nº 21.527 introduce reformas de relevancia en esta materia, cuyo sentido y alcance 
han de ser abordados a nivel doctrinal. A partir de dicho asunto, el presente trabajo 
pretende contribuir al desarrollo dogmático de la responsabilidad penal juvenil, ma-
teria que, no obstante su importancia, tradicionalmente ha concitado una relativa-
mente baja atención de los autores14, si se la compara con la responsabilidad penal 
de los adultos. Pero, junto con ello, el artículo busca examinar un tópico específico 
–el quebrantamiento de condena de adolescentes–, cuya modificación legislativa 
plantea varios puntos problemáticos en el plano interpretativo.

Por cierto, tratándose de una reforma que aún no entra en vigor y, conside-
rando el acotado espacio del que disponemos, no pretendemos agotar cada uno de 
los aspectos atingentes a la interpretación del nuevo estatuto del quebrantamiento 
de condena de adolescentes; antes bien, abordaremos sólo los que, por ahora, nos 
han parecido más relevantes desde una perspectiva tanto teórica como práctica.

En ese entendido, la hipótesis del presente trabajo puede resumirse como 
sigue: las particularidades del régimen de responsabilidad penal de adolescentes, 
reconocidas tanto por la doctrina como por la jurisprudencia, impactan en la defi-
nición de la naturaleza jurídica, así como en el alcance y en la aplicación temporal 
del (nuevo) estatuto de quebrantamiento de condena de la Ley Nº 20.084. Por lo 
mismo, el Juzgado de Garantía, actuando como Tribunal de Ejecución, ha de con-
siderar tales particularidades en la audiencia en la que se discuta un eventual que-
brantamiento de condena respecto de un adolescente infractor.

II. NATURALEZA JURÍDICA, CONCEPTO Y FUNDAMENTO DEL 
QUEBRANTAMIENTO DE CONDENA

Determinar la naturaleza jurídica del quebrantamiento de condena tiene, al 
menos, dos consecuencias de importancia, que serán tratadas en el presente trabajo. 
Por una parte, ella puede incidir en las relaciones existentes entre el quebrantamien-
to y otras formas legales de regular la vulneración de las sanciones penales que prevé 
la ley, como ocurre en el caso del delito de desacato. Por otra parte, la naturaleza 
jurídica del quebrantamiento de condena impacta en el problema de la aplicación 
temporal de la ley penal, máxime considerando que la Ley Nº 21.527 estableció re-
glas específicas en esta materia.

Una primera posibilidad para determinar la naturaleza jurídica del quebran-
tamiento de condena en el nuevo régimen previsto en la Ley Nº 20.084, pasa por 
examinar esta cuestión a propósito de la institución equivalente, establecida en el 

13  Destacando el trabajo monográfico de Berríos (2022), al que pueden agregarse otros de corte 
más general, por ejemplo, Reyes (2019) pp. y ss.
14  Estrada (2011) p. 546, indicando algunas razones que podrían explicar este estado de cosas.
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estatuto aplicable a los adultos. De acuerdo con la doctrina mayoritaria, el que-
brantamiento de condena de adultos constituye un delito autónomo15, distinto de 
aquel ilícito penal que dio lugar a la sanción quebrantada. En ese sentido, pese a 
que su regulación se ubica en la Parte General del Código Penal16, es posible sos-
tener que con aquel se tipifica una conducta determinada17, diferenciable de otras, 
que además tiene sanciones penales independientes y diversas del delito cuya pena 
se quebrantó. Como variante de esta tesis puede indicarse la que postula que el que-
brantamiento de condena constituye un delito sui generis, de características particu-
lares, “cuya persecución depende de la exigibilidad de cumplimiento de una pena 
impuesta con anterioridad y que genera las consecuencias jurídicas establecidas en 
el artículo 90”18 del Código Penal.

En cambio, según un sector minoritario de la doctrina, el quebrantamiento 
de condena no constituye un delito autónomo y diferenciable de aquel que originó 
la sentencia condenatoria que ha sido quebrantada. Para fundamentar este plantea-
miento se alude a la ubicación sistemática de las disposiciones que lo regulan –fuera 
de la Parte Especial del Código Penal–, así como al hecho de que la tesis contraria 
obligaría a

llegar a la poco lógica conclusión de que el que delinque de nuevo después de quebrantar una 
condena, soportaría tres diversas responsabilidades penales; primero, la correspondiente al 
primer delito que dio origen a la pena que se quebrantó; segundo, la derivada del hecho pu-
nible que sería el quebrantamiento de condena, y tercero, la consiguiente al delito cometido 
durante el quebrantamiento19.

Sin embargo, a nuestro juicio, la naturaleza jurídica del quebrantamiento de 
condena de adolescentes no puede determinarse a partir de los mismos argumentos 
desarrollados en relación con el sistema de adultos20. Entre otras21, existen razones 
de texto para sostener que la regulación de uno y otro quebrantamiento difiere en 
términos relevantes22. Así, mientras el Código Penal, a propósito del régimen de 
adultos, indica que “[l]os sentenciados que quebrantaren su condena serán castiga-
dos con las penas que respectivamente se designan” en dicho cuerpo normativo, la 

15  En ese sentido, por ejemplo, Garrido (2018) p. 335.
16  Cillero (2011) p. 704.
17  Künsemüller (2010) p. 423.
18  Fuenzalida (2004) p. 177, aunque enfatizando que se trataría de un ilícito penal “carente de au-
tonomía”.
19  Novoa (2019) p. 80.
20  De ahí que Berríos (2022) p. 92 plantee la especialidad del régimen de quebrantamiento de con-
dena de adolescentes “frente al delito de quebrantamiento de condena del art. 90 CP”.
21  Por ejemplo, atingentes al “telos” de la Ley Nº 20.084. Véase Reyes (2019) pp. 174-175.
22  En la misma dirección, Reyes (2019) p. 174, quien plantea que ambas regulaciones son incompatibles. 
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Ley Nº 20.084 consagra un sistema de sanciones de refuerzo23, que implica “variar 
la pena originalmente impuesta por una más estricta”24 en caso de que la condena 
hubiere sido quebrantada. Lo dicho resulta confirmado si se examina lo dispuesto 
en el artículo 52, que alude expresamente a una ampliación del plazo de las sancio-
nes ya impuestas, así como a una intensificación del correspondiente plan de inter-
vención25 y no, en cambio, a que dichas medidas constituyan penas (autónomas)26. 
Ello, por lo demás, es plenamente coherente con la idea, expuesta supra, de que la 
Ley Nº 20.084 consagra un sistema de responsabilidad penal especial o diferencia-
da, “que, si bien es de carácter penal, resulta definida en base a condiciones, objeti-
vos y finalidades diversos a los previstos en el régimen general de adultos”27.

En lo que respecta a su sentido y alcance, De la Cuesta Arzamendi postula que 
el quebrantamiento de condena es “sinónimo de violación, cambio de dirección, in-
terrupción, infracción de las obligaciones inherentes a la medida; una conducta que, 
para llegar a cubrir suficientemente el ‘significado jurídico-procesal y no solamente 
material o fáctico’ del término, debe producir ‘un cambio sustancial’ en cuanto al 
cumplimiento de la medida impuesta”28. Como veremos, esta definición resulta co-
herente con la sistematización que puede plantearse respecto de las diversas hipótesis 
de quebrantamiento de condena que, justamente, identifica casos de “mero incum-
plimiento”, carentes de consecuencias jurídicas. Por el contrario, los casos de autén-
tico quebrantamiento siempre deben revestir una cierta gravedad29, que justifique las 
distintas medidas (punitivas) que pueden adoptarse frente a su verificación.

En cuanto a su fundamento, si bien hemos sostenido que la naturaleza ju-
rídica del quebrantamiento de condena de adultos y de adolescentes es distinta, 
no advertimos inconvenientes para afirmar que uno y otro comparten el mismo 
fundamento. Ello es así, pues ambos importan la verificación de un hecho anti-
jurídico30, así como la aplicación de consecuencias jurídicas de índole penal, que 
en un supuesto corresponden a penas autónomas y en otro a un reforzamiento de 
castigos previamente impuestos31. En ese sentido, el carácter punitivo de esos dos 
regímenes torna necesario, en ambos casos, indagar en las razones que llevaron al 
legislador a establecerlos, materia en la cual es posible recurrir a los planteamientos 

23  Berríos (2022) pp. 89 y 100. En un sentido análogo, Couso (2010) p. 63, quien alude a una 
“intervención más intensa” en casos de quebrantamiento. 
24  Berríos (2022) p. 91.
25  Véanse los numerales 3° y 4° del artículo 52, así como el inciso final de ese mismo artículo, de 
acuerdo con el texto introducido por la Ley Nº 21.527. 
26  En la misma línea, Berríos (2022) p. 91.
27  Maldonado (2011) p. 525.
28  De la Cuesta (2000) pp. 76-77.
29  Berríos (2022) p. 95; Corte de Apelaciones de San Miguel, 05/06/2017; Corte de Apelaciones 
de San Miguel, 15/11/2017.
30  Así, respecto del quebrantamiento de condena de adolescentes, Reyes (2019) p. 175.
31  Véase, más en detalle, diferenciando este supuesto de aquel en el que se revocan penas sustituti-
vas, Berríos (2022) pp. 89-90.
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que la dogmática ha desarrollado respecto del sistema de adultos. En este contexto, 
de acuerdo con un sector de la doctrina –opinión que compartimos–, el fundamen-
to de la regulación del quebrantamiento de condena corresponde a la (correcta) 
administración de justicia32. En esa misma línea, Rodríguez y Ossandón plantean 
que el quebrantamiento de condena puede ubicarse entre los comportamientos que, 
afectando la administración de justicia, responden a la idea de “organización de la 
propia esfera de libertad”, carácter que compartiría con otras hipótesis, como el en-
cubrimiento o la acusación o denuncia calumniosa33.

En el ámbito penal, la “administración de justicia” puede identificarse, entre 
otras cosas34, con el hecho de que las sanciones penales que han sido impuestas en 
virtud de una sentencia firme sean efectivamente cumplidas por quienes corres-
ponda35. Desde este punto de vista, sólo la pena que es aplicada y ejecutada en la 
práctica logrará cumplir los fines36 retributivos y preventivos (especiales) que, como 
veremos, se encuentran asociados al sistema penal de adolescentes. Por el contrario, 
cada vez que una pena impuesta a un adolescente se ve quebrantada, la consecución 
de dichos fines resulta amenazada, debiendo por ende restablecerse el sistema pre-
visto por el legislador para encauzar esa clase de conflicto jurídico-penal.

III. CONCEPTOS CONTENIDOS EN LAS NUEVAS HIPÓTESIS DE 
QUEBRANTAMIENTO DE CONDENA

A partir de lo establecido en el artículo 52 de la Ley Nº 20.084 se puede 
inferir que, en términos legales, el quebrantamiento de condena consiste en que 
el adolescente no dé cumplimiento en forma grave o reiterada a alguna de las pe-
nas impuestas en virtud de la ley, circunstancia que habilita al tribunal encargado 
del control de la ejecución a imponer algunas de las sanciones (más graves) que, 
taxativamente37, en esta misma disposición se mencionan. Además, las referencias 
explícitas de esta norma en el sentido de que el quebrantamiento se debe “sancio-
nar”, contenidas en varios de sus numerales, confirman su naturaleza jurídica, jus-

32  En esa dirección, Cury (2011) p. 771; Garrido (2018) pp. 335-336, respecto del quebranta-
miento de condena de adultos.
33  Rodríguez y Ossandón (2021) p. 201, a propósito del quebrantamiento de condena de adultos.
34  Para un análisis relativo a otras dimensiones (concretas) que abarcaría el referido bien jurídico, 
véase, por ejemplo, Hilgendorf (2009) p. 1160, con referencias a la objetividad y corrección de las 
decisiones judiciales; en un sentido similar, Rojas (2022) p. 336. Para una aproximación más cen-
trada en los fines del proceso y en el sentido institucional de la administración de justicia, véase, por 
ejemplo, Vormbaum (2017) p. 1087; mientras que, para un examen que identifica a la administra-
ción de justicia con la estabilización del contexto social que posibilita la libertad general de acción, 
véase Wilenmann (2011) p. 557.   
35  En ese sentido, Cury (2011) p. 771; Garrido (2018) pp. 335-336.
36  Rivacoba (2002) p. 31, quien señala que “la pena es nada (…) si no se cumple”.
37  Corte Suprema, 06/01/2010.
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tamente, como sistema de sanciones de refuerzo, según se sostuvo asimismo bajo el 
régimen aún imperante, esto es, previo a la reforma legal.

Sin embargo, esta no es la única disposición que alude a una hipótesis de 
quebrantamiento en el estatuto de la Ley Nº 21.527. Por el contrario, el nuevo ar
tículo 25 quáter inciso segundo, que regula la unificación de condenas, prevé que 
si con posterioridad a la acusación o al requerimiento o durante la ejecución de 
una sanción prevista en la ley, el responsable fuere condenado a uno o más simples 
delitos de menor gravedad respecto de aquellos que fundan la condena en curso de 
ejecución, no debe procederse a la acumulación según lo establecido en el inciso 
primero, sino que corresponde “considerar” los hechos, a estos efectos, como un 
quebrantamiento de condena. Adicionalmente, el artículo 52 bis establece otro su-
puesto, que se debe “tomar” como quebrantamiento, en caso de que el condenado 
adolescente, en virtud de una renuencia reiterada, no se presentare a la ejecución de 
la condena o no concurriere a las citaciones que se le comuniquen para la determi-
nación del plan de intervención.

El uso de las expresiones “considerar” y “tomar”, en las dos normas referidas, 
en relación con supuestos de quebrantamiento de condena, resulta indicativo de 
que el legislador estima que aquellos, en esencia, no constituyen auténticos que-
brantamientos, como sí lo sería el del artículo 52. Es decir, se usan expresiones 
parecidas a las del artículo 15 del Código Penal que, v.gr., también alude a quienes 
se “consideran autores”, justamente, para incluir supuestos que no son propiamente 
de autoría38. De ahí que, utilizando una terminología bastante extendida en materia 
de reincidencia de adultos39 –con la cual suele relacionarse al quebrantamiento de 
condena40–, es posible clasificar dichas hipótesis como quebrantamiento “propio”, 
tratándose del caso previsto en el artículo 52; y quebrantamientos “impropios”, tra-
tándose de los supuestos contenidos en los artículos 25 quáter y 52 bis.

IV. PROBLEMAS INTERPRETATIVOS QUE PROVOCA EL 
QUEBRANTAMIENTO DE CONDENA DE ADOLESCENTES

1.	 Sentido y alcance del quebrantamiento “propio”
En cuanto al supuesto de aplicación del aquí llamado quebrantamiento “pro-

pio”, la ley no introduce un cambio sustancial, manteniéndose la exigencia de la 
gravedad del incumplimiento. No obstante, la actual redacción es más clara, pues 
establece explícitamente que “[s]i el adolescente no diere cumplimiento en forma 
grave o reiterada a alguna de las sanciones impuestas en virtud de la presente ley, 
el tribunal encargado del control de la ejecución procederá, previa audiencia y se-
gún la gravedad del incumplimiento, conforme a las reglas siguientes (…)”41. En 

38  Véase, por todos, Politoff, Matus y Ramírez (2019) p. 397, n. 61. 
39  Aldunate (2020) pp. 313-320; Ortiz y Arévalo (2014) pp. 402-405; Vargas (2013) p. 249.
40  Cillero (2011) p. 705; Künsemüller (2010) pp. 423-424; Novoa (2019) p. 369.
41  Art. 52.
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cambio, la exigencia de gravedad, de acuerdo con el texto no reformado, debía 
deducirse del requisito de que el tribunal ha de proceder “según la gravedad del 
incumplimiento”42. Además, en la línea de lo señalado, se añade una exigencia que 
acota dicho instituto, en orden a que el quebrantamiento de condena de adolescen-
tes debe ser reiterado43.

Respecto del requisito de gravedad, este debería interpretarse de un modo 
análogo a como lo viene entendiendo la doctrina y la jurisprudencia, según el texto 
actualmente vigente. En cuanto a lo primero, un reciente trabajo de Berríos señala 
diversos criterios para tener en cuenta a la hora de medir la gravedad del quebran-
tamiento, entre los que indica, en primer lugar, su entidad, no bastando un “mero” 
incumplimiento. Junto con ello, dicho autor menciona otros criterios adicionales, 
como las dificultades inherentes a los procesos de intervención con adolescentes, 
los problemas atribuibles al órgano ejecutor de la pena44, la evaluación global de la 
intervención y sus proyecciones hacia el futuro, la preeminencia del derecho a la 
integración social del adolescente condenado, la falta de necesidad de la pena como 
factor de incumplimiento, la excepcionalidad y la brevedad de la privación de la li-
bertad, entre otros45.

Un aspecto destacable es que el legislador, con la reforma, resuelve expre-
samente los casos de quebrantamientos no graves (artículo 52 inciso penúltimo), 
que se traducen en una intensificación del respectivo plan de intervención. De esta 
manera, la solución indicada se configuraría como una respuesta privilegiada en 
comparación con otras medidas que podrían, teóricamente, aplicarse, como sería 
la modificación de la pena por una más gravosa. Con ello, el régimen de reempla-
zo por una sanción más intensa, en casos de quebrantamiento, pasa a configurarse 
como una respuesta de ultima ratio en el ámbito de la responsabilidad penal juve-
nil46; afirmación que es coherente con la aplicación de dicho principio en otros con-
textos, como el de la imposición de medidas cautelares47 o de penas privativas de la 
libertad48 respecto de adolescentes que han cometido delitos.

La exigencia de reiteración, por su parte, viene a reforzar la idea de que no 
basta con un mero incumplimiento, sino que ha de tratarse de una situación que 
se manifieste en una multiplicidad de eventos. En ese sentido, si bien el número 

42  El encabezado completo del artículo 52, previo a la reforma, establece lo siguiente: “Si el ado-
lescente no diere cumplimiento a alguna de las sanciones impuestas en virtud de la presente ley, el 
tribunal encargado del control de la ejecución procederá, previa audiencia y según la gravedad del 
incumplimiento, conforme a las reglas siguientes (…)”.
43  En ese sentido, Corte de Apelaciones de Santiago, 29/05/2017.
44  Este criterio también está presente en Corte de Apelaciones de San Miguel, 15/07/2016.
45  Berríos (2022) pp. 95-100.
46  Berríos (2022) p. 93.
47  Corte de Apelaciones de Puerto Montt, 29/03/2018.
48  En ese orden de ideas, por ejemplo, Duce (2009) p. 88; Gauché (2015) p. 691. Véase, asimismo, 
para un reconocimiento de dicho principio en relación con las penas privativas de libertad, Conven-
ción sobre los Derechos del Niño, artículo 37 letra b).
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constituye una cuestión valorativa, que debe ser apreciada por el juez que conoce de 
la audiencia respectiva, para que exista reiteración han de verificarse al menos dos 
quebrantamientos de la condena49. Junto con ello, “[l]as faltas de presentación jus-
tificadas y los incumplimientos aislados no pueden fundamentar la modificación” 
referida, lo que confirma su “excepcionalidad”, en el sentido de que dicho “recurso 
debe utilizarse ante un incumplimiento reiterado que lleve a la conclusión de que se 
han agotado otras posibilidades”50.

En otro orden de ideas, el quebrantamiento (propio) debería seguir conci-
biéndose como un hecho del adolescente y, como tal, imputable a su conducta en el 
plano objetivo y subjetivo51. En consecuencia, de no darse esta exigencia de atribui-
bilidad –directamente relacionada con el principio de culpabilidad, que ha de regir 
esta materia52–, tendría que resolverse negativamente su admisión. Así, por ejemplo, 
cabría rechazar como un caso de quebrantamiento de condena si, en la línea de lo 
señalado supra, existe alguna razón que justifique los incumplimientos respectivos 
(v.gr., razones de salud del condenado)53, o bien, cuando sea posible apreciar una 
falta de voluntad (por ejemplo, cuando existe un error relativo a la fecha o a la perio-
dicidad en que el adolescente debe presentarse ante las instituciones encargadas de la 
ejecución); alternativas que han de ser indagadas por el juez, quien deberá escuchar 
al adolescente54 y ponderar las razones que pudiere haber tenido a este respecto55. Si 
bien un caso de imprudencia del adolescente en esta materia podría tornar discutible 
la procedencia del quebrantamiento, una interpretación sistemática de toda la nor-
mativa penal debe llevar a concluir que, para considerar un quebrantamiento de con-
dena imputable a culpa, se requeriría de texto expreso56. En todo caso, en un plano 
teórico, ello podría verificarse si, por ejemplo, el adolescente es poco cuidadoso a la 
hora de registrar la forma (v.gr., tipo de sanción) y la modalidad (por ejemplo, fecha, 
periodicidad, institución competente) del cumplimiento respectivo.

2.	 Sentido y alcance del quebrantamiento “impropio”
En materia de quebrantamiento impropio de condena de adolescentes, el 

legislador introdujo una serie de modificaciones de relevancia. En esa línea, la pri-
mera hipótesis de quebrantamiento impropio del artículo 25 quater inciso segundo 

49  Criterio que se basa en la comprensión general de la idea de reiteración delictiva en Derecho Pe-
nal. Véase, en ese sentido, por ejemplo, Mañalich (2015) p. 505. 
50  Figueroa (2009) p. 702. En la misma línea, Corte de Apelaciones de San Miguel, 05/06/2017; 
Corte de Apelaciones de San Miguel, 09/08/2017.
51  Berríos (2022) p. 94, con referencias ulteriores; Reyes (2019) p. 175.
52  Desde un punto de vista más general, por ejemplo, Couso (2007) p. 227.
53  En esa dirección, Reyes (2019) p. 175.
54  Véase, a propósito de la importancia de que el adolescente esté presente en la audiencia de 
quebrantamiento y sea escuchado por el juez, por ejemplo, Corte de Apelaciones de Concepción, 
30/08/2008.
55  Berríos (2019) p. 201.
56  En la misma línea, Etcheberry (2010) p. 321.



 143 
Revista Chilena de Derecho | Chilean Journal of Law | Vol. 51 Nº 3, pp. 133 - 162 [2024]

Vera Vega,   Jaime / Mayer Lux,  Laura | “La nueva regulación del quebrantamiento de condena de adolescentes:…”

se refiere al caso de comisión de uno o más simples delitos de menor gravedad que 
aquel que fundó la condena inicial. La redacción de esta disposición, producto de la 
reforma, sugiere varias dudas interpretativas de interés.

La primera de ellas se refiere a qué debe estimarse como “simples delitos de 
menor gravedad”, para lo cual surgen al menos dos posibilidades interpretativas. 
Una pasa por efectuar una comparación entre los hechos nuevos y aquel que fundó 
la condena de acuerdo con su penalidad abstracta en la ley penal que lo tipifique 
(Código Penal o una ley especial). Esta opción resulta poco recomendable en los 
términos de las finalidades y de los principios inherentes a la regulación legal y 
aproxima la temática más a los fundamentos del sistema de adultos que al régimen 
penal de adolescentes. Por lo mismo, parece preferible recurrir a una segunda al-
ternativa interpretativa, según la cual, la comparación debe efectuarse en términos 
concretos, teniendo en cuenta las distintas fases del proceso de determinación de la 
pena del régimen de adolescentes, esto es, la definición de la naturaleza y el estable-
cimiento de la duración de la sanción, luego de aplicar las reglas de los artículos 21 
y siguientes de la Ley Nº 20.084.

De otra parte, la referencia expresa a simples delitos excluye la posibilidad 
de aplicar esta modalidad de quebrantamiento impropio cuando se trata de la co-
misión de nuevos crímenes, aun cuando sean de mayor gravedad que el hecho por 
el cual el adolescente está cumpliendo condena. En el caso de las faltas, llama la 
atención que el legislador no las haya incluido. En ese orden de ideas, si el que-
brantamiento se produce por la comisión de una falta, esta tendría que castigarse de 
forma autónoma, no pudiendo aplicarse el régimen del quebrantamiento impropio. 
Lo señalado podría conducir a la paradoja de que, frente a la comisión de un simple 
delito se aplique un régimen menos gravoso que ante la perpetración de una falta, 
posibilidad que carece de sentido. Esto, obviamente, queda reducido al estrecho 
ámbito de aplicación personal y material de las faltas57 en la Ley Nº 20.084.

A fin de superar la paradoja señalada, es posible postular una aplicación ana-
lógica del tratamiento penal del quebrantamiento de condena, previsto para los 
simples delitos, también a las faltas perpetradas por un adolescente. Como es sabi-
do, la analogía en materia penal es rechazada por toda la doctrina si es perjudicial 
para el acusado58, planteamiento que se sustenta en la infracción al principio de le-
galidad que dicha posibilidad envuelve59. Sin embargo, la analogía beneficiosa para 
dicho sujeto es aceptada por la doctrina mayoritaria60, atendido que en ese caso no 
se afectarían los derechos o garantías del acusado61 que, justamente, buscan ser res-
guardados a través de limitaciones al ius puniendi como el principio de legalidad62. 

57  Hernández (2007) p. 202.
58  Por todos, Rodríguez (2012) p. 156.
59  Oliver y Mayer (2022) p. 330, n. 36.
60  Por todos, Mir (2016) p. 126. De otra opinión, Etcheberry (2010) p. 114.
61  Garrido (2018) p. 26. En el mismo sentido, Rettig (2017) pp. 139-140.
62  En esa misma línea, Rodríguez (2012) p. 157.
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Pues bien, aplicar el estatuto de los simples delitos a un supuesto de falta importa, 
en el caso que analizamos, un tratamiento más benigno para el adolescente infrac-
tor, alternativa que no se encuentra vedada por el ordenamiento jurídico penal, en 
los términos señalados.

Finalmente, como la ley alude a la comisión de uno o más simples delitos, 
en principio, el número de nuevos hechos posteriores sería irrelevante. Sin embar-
go, según las reglas del quebrantamiento, ello podría incidir en la valoración de la 
gravedad que efectúe el sentenciador y, por ende, en la consecuencia jurídica que se 
siga de su verificación. En ese sentido, no puede valorarse de igual manera, para los 
efectos del quebrantamiento, que se produzcan dos hechos adicionales a que se veri-
fiquen cinco de ellos.

La segunda hipótesis de quebrantamiento impropio, regulada en el artículo 
52 bis parte final, también ofrece algunos problemas exegéticos. En especial, surge 
la duda en torno a qué debe entenderse por renuencia reiterada, pues esa es la hipó-
tesis que, de acuerdo con la reforma legal, tiene la naturaleza de quebrantamiento 
(impropio). Si aplicamos su sentido semántico, el Diccionario de la Real Academia 
Española define renuencia como “actitud del que está poco dispuesto a hacer lo que 
se le dice o manda”. En otras palabras, debe existir un comportamiento refractario 
a la ejecución de la condena o a la presentación a las citaciones relativas a la deter-
minación del plan de intervención. El carácter reiterado da cuenta de que no basta 
un acto único, sino que deben existir actos repetidos y sostenidos en el tiempo. Así, 
por ejemplo, ello ocurriría en caso de que se hayan celebrado diversas y sucesivas 
audiencias orientadas a discutir el plan de intervención aplicable, a las cuales el 
adolescente haya sido debidamente emplazado, no obstante lo cual, este no se haya 
presentado sin una justificación suficiente.

3.	 Otros problemas interpretativos que se generan con la regulación del 
quebrantamiento de condena de adolescentes

Llama la atención que el legislador no haya salvado con esta reforma uno de 
los vacíos denunciados por la doctrina en cuanto al quebrantamiento de la medida 
de internación en régimen cerrado63. En esa línea, tal quebrantamiento sigue care-
ciendo de una consecuencia asociada64, sin que resulte posible aplicar las normas 
del quebrantamiento de condena de adultos65, atendida la existencia de un sistema 
especial aplicable a personas menores de dieciocho años.

Con todo, la reforma prevé una regulación más precisa del quebrantamiento 
de todas las penas accesorias, materia en la que existían algunos vacíos en la regu-
lación previa a la modificación legal. En efecto, en caso de quebrantamiento de 

63  Bustos (2007) pp. 91-92.
64  En la misma dirección, aduciendo razones de legalidad, Reyes (2019) p. 177.
65  De otra opinión, en orden a aplicar el artículo 90 del Código Penal en casos de quebrantamiento 
de la internación en régimen cerrado y, por esa vía, disponer el cumplimiento de la sanción previa-
mente impuesta, Corte de Apelaciones de Concepción, 13/09/2010. 
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dichas penas, el Juzgado de Garantía, actuando como Tribunal de Ejecución, puede 
imponer la sanción de prestación de servicios en beneficio de la comunidad, si el 
adolescente la acepta; o bien, la libertad asistida simple por el menor tiempo que 
prevé la ley. En este último caso, debe resolverse la manera conjunta o sucesiva en 
que dicha sanción ha de imponerse, con respecto a la sanción principal original-
mente aplicada. En ambos supuestos, el legislador es categórico en orden a que 
permanecen las restricciones originalmente provenientes de las sanciones accesorias, 
aunque queda la duda sobre las consecuencias que correspondería derivar frente a 
un nuevo quebrantamiento.

La inclusión de nuevas penas accesorias, esto es, las de la Ley Nº 20.066 
sobre violencia intrafamiliar y de la Ley Nº 19.327 sobre hechos de violencia en 
espectáculos de fútbol profesional, a nuestro juicio, podría originar algunas discu-
siones interesantes.

En el caso de las penas accesorias de la Ley Nº 20.066, cabe preguntarse por 
la compatibilidad entre la aplicación de las reglas de su quebrantamiento, del nu-
meral 1° del artículo 52, y la eventual comisión de un delito de desacato (en los 
términos del artículo 10 de la Ley Nº 20.066). A nuestro juicio, incluso en casos de 
quebrantamiento grave, esta posibilidad debe ser absolutamente descartada, pues la 
imposición conjunta de la sanción de refuerzo por el quebrantamiento y la eventual 
imposición de una pena por el delito de desacato daría origen a una afectación del 
principio non bis in idem66. En ese orden de ideas, estaríamos claramente ante un 
mismo hecho (quebrantamiento grave de la sanción accesoria) que daría origen a 
una doble sanción. Menos aún resultaría admisible que un incumplimiento no gra-
ve (que no originara una hipótesis de quebrantamiento) pudiera sancionarse como 
desacato, pues sería paradójico, en términos valorativos, que un incumplimiento 
grave no hiciera surgir tal supuesto (como consecuencia de la afectación al principio 
non bis in idem) y que, en cambio, sí pudiera configurarse un caso de desacato en 
hipótesis de incumplimiento no grave.

El artículo 9° de la Ley Nº 20.066, que establece medidas accesorias a las san-
ciones para casos de violencia intrafamiliar, también podría plantear problemas en 
cuanto a su aplicación a adolescentes. Efectivamente, tales medidas pueden resultar 
incompatibles con el interés superior del adolescente y con algunos derechos que la 
Convención sobre los Derechos del Niño le reconoce respecto de sus padres, como 
es el caso de su derecho a no ser separado de estos67, razón que obliga al juez a apli-
carlas considerando criterios de estricta necesidad y proporcionalidad.

Entre las reglas que podrían generar los inconvenientes aludidos destacan las 
contenidas en el artículo 9° letras a), de obligación de abandonar el ofensor el ho-
gar que comparte con la víctima; y b), de prohibición de acercarse a la víctima o a 

66  En el mismo sentido, pero a propósito de la posibilidad de considerar tanto un supuesto de que-
brantamiento como la circunstancia agravante de reincidencia del artículo 12 numeral 14 del Códi-
go Penal, Cillero (2011) p. 705. 
67  Así, el artículo 9° de la Convención sobre los Derechos del Niño.
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su domicilio, lugar de trabajo o estudio, así como a cualquier otro lugar al que ésta 
concurra o visite habitualmente; a la que puede agregarse la de la –recientemente 
incorporada por Ley Nº 21.675– letra f ), de prohibición o restricción de las comu-
nicaciones del ofensor respecto de la víctima.

Asimismo, a pesar de que la literalidad del artículo 6° letra d) de la Ley 
Nº 20.084 pareciera dar cuenta de algo distinto, tampoco correspondería aplicar 
en este caso la norma de quebrantamiento del artículo 16 inciso tercero de la Ley 
Nº 19.327, que prevé la imposición de una pena de presidio menor en su grado 
mínimo y un agravamiento de la prohibición de asistencia a espectáculos de fútbol 
profesional. Ello es así, pues la regulación del quebrantamiento de condena de ado-
lescentes, entendida como sistema de sanciones de refuerzo, prima sobre lo estable-
cido por la Ley Nº 19.327 por razones de especialidad.

La pena accesoria de prohibición de conducir vehículos motorizados, del 
artículo 12 de la Ley Nº 20.084, presenta la particularidad de que su quebranta-
miento puede ser sancionado conforme con la regla del numeral 1° del artículo 
52; o bien, dar origen a la remisión de los antecedentes al Ministerio Público para 
el ejercicio de las acciones que correspondan, siempre que, a consecuencia de la 
conducción, se hubiere afectado la vida, la integridad corporal o la salud de alguna 
persona. Una interpretación restrictiva del citado artículo 12 obliga a entender la 
referencia a la afectación de la vida, de la integridad corporal o de la salud como 
consecuencia de la perpetración de otro delito en el contexto del tráfico vehicular 
en que los intereses referidos hayan sido lesionados. Abona a esta conclusión la 
circunstancia de que el legislador aluda a la afectación de alguna persona, es decir, 
se trata de una afectación concreta a una persona determinada. Por lo mismo, debe 
rechazarse que se incluyan ilícitos penales que envuelvan un peligro para dichos 
intereses, como ocurre paradigmáticamente con el manejo en estado de ebriedad 
en su figura básica, la conducción bajo la influencia del alcohol o el nuevo delito de 
conducción a velocidad temeraria del artículo 197 quinquies de la Ley Nº 18.290 
(Ley del Tránsito).

Finalmente, consideramos que tampoco corresponde aplicar, además de las 
consecuencias establecidas en el artículo 52 número 1 de la Ley Nº 20.084, aque-
llas que señala el artículo 209 inciso primero de la Ley de Tránsito frente al que-
brantamiento de la prohibición de conducir vehículos motorizados. Como se sabe, 
dicha norma, en el régimen de adultos, prevé una regla especial de quebrantamien-
to de la suspensión o inhabilitación perpetua para conducir (equivalente a la pro-
hibición de conducir vehículos motorizados del artículo 12 de la Ley Nº 20.084), 
imponiendo la pena de presidio menor en su grado mínimo y multa de hasta 10 
UTM. Tres razones refuerzan esta conclusión, a saber, (i) la especialidad del sistema 
de quebrantamiento de la Ley Nº 20.084, que en este caso contempla una sanción 
particular frente al supuesto referido; (ii) la vigencia del principio non bis in idem, 
que impediría aplicar ambas sanciones frente a unos mismos hechos; y, (iii) la im-
posibilidad de aplicar como pena una multa, atendida su derogación del catálogo 
de sanciones de adolescentes.
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V. ALGUNAS FACULTADES DISCRECIONALES DEL JUEZ RELACIONADAS 
CON EL ESTABLECIMIENTO DE MEDIDAS ALTERNATIVAS FRENTE AL 

QUEBRANTAMIENTO DE CONDENA DE CIERTAS SANCIONES

Una de las características del nuevo régimen de quebrantamiento de condena 
de adolescentes es que el artículo 52 entrega al Tribunal encargado de la ejecución, 
algunas facultades discrecionales en materia de establecimiento de medidas alter-
nativas frente al quebrantamiento de algunas de las sanciones, probablemente las 
de mayor aplicación práctica. A nuestro juicio, tales facultades discrecionales se 
insertan en un sistema que, desde sus orígenes, se ha caracterizado por conferir, en 
comparación con el sistema de adultos, un mayor margen de actuación al juez68 en 
la toma de decisiones relativas a adolescentes infractores de la ley penal. Una mues-
tra de ello es el sistema de aplicación de la pena a dichos sujetos, que le otorga al 
juzgador mayores atribuciones tanto en la definición de la naturaleza como en el 
establecimiento de la extensión temporal de la sanción aplicable69. Ello se diferencia 
del régimen de adultos70, que prevé una métrica bastante más rígida en el proceso 
de individualización de la pena a imponer71. En todo caso, resulta coherente, con la 
idea de reinserción, a la que nos referimos supra, la existencia de un sistema que le 
otorgue al sentenciador un mayor margen decisorio para imponer la pena más ade-
cuada posible, teniendo en cuenta que, junto con cumplir el objetivo retributivo de 
toda sanción penal72, él también ha de satisfacer las exigencias de prevención espe-
cial73, por expresa disposición de la ley (artículo 20 de la Ley Nº 20.084).

La compatibilización de los fines retributivos y preventivos indicados no sólo 
interesa para efectos de establecer –ya sea legal o judicialmente– la sanción aplicable; 
antes bien, ella cobra particular importancia durante la fase de ejecución o cumpli-
miento de la medida impuesta, especialmente a propósito de sanciones establecidas 
frente al quebrantamiento de condena que, como señalamos, puede suponer una 
intensificación e incluso una agravación de la pena a aplicar al adolescente infractor.

Pues bien, entre las facultades discrecionales que se reconocen al juez está la 
prevista en el numeral 3° del artículo 52, respecto del quebrantamiento de la liber-
tad asistida simple o especial, que faculta al juez para imponer, alternativamente, 
una ampliación del plazo de dichas penas o su sustitución por la sanción inmedia-
tamente superior, extensiva al tiempo mínimo previsto en la ley. Del mismo modo, 

68  En ese orden de ideas, Maldonado (2014) p. 40, n. 50 y p. 50; Santibáñez y Alarcón (2009) p. 7.
69  Alvarado (2022) p. 295. Véase, en términos críticos, Medina (2009) p. 209.
70  En esa misma línea, en relación con el sistema español, Tamarit (2002) p. 38.
71  Con más o menos matices, Labatut (1992) pp. 270-271; Novoa (2019) p. 353; van Weezel 
(2023) p. 553.
72  Mañalich (2007) p. 117; Rivacoba (2002) pp. 10-11; Valenzuela (2010) p. 257.
73  Castro (2021) pp. 260-261, 267-268, con énfasis en la prevención especial positiva, así como 
sobre la base del Derecho Internacional de los Derechos Humanos; véase, asimismo, Couso (2007) 
p. 219; Santibáñez y Alarcón (2009) pp. 2-3; Tamarit (2002) p. 18, con referencias a diversos ins-
trumentos internacionales que regulan esta materia.
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de acuerdo con el numeral 4° del precepto referido, el quebrantamiento de la liber-
tad asistida especial con internación parcial, también de modo alternativo, puede 
ser sancionado con un aumento de la duración de dicha medida o con la interna-
ción en régimen cerrado por el periodo mínimo previsto por la ley.

Atendido el reconocimiento de estas facultades discrecionales, cobra impor-
tancia la definición de los criterios que debe tener en cuenta el tribunal encargado 
de la ejecución para optar por alguna de dichas medidas alternativas74. Según el 
artículo 52, ha de considerarse, en primer lugar, la naturaleza del incumplimiento 
y su persistencia. Tales alusiones permiten integrar en la decisión sobre el quebran-
tamiento la aplicación del principio de proporcionalidad en sentido estricto o pon-
deración75, por cuanto la consecuencia asociada debe ser determinada en función de 
la intensidad del incumplimiento del adolescente. Como es sabido, el principio de 
proporcionalidad en sentido estricto impone como límite al juez una consideración 
de la gravedad del hecho76, de tal manera que la consecuencia jurídica asociada a su 
verificación ha de guardar una correspondencia con tal gravedad.

Sobre esa base, sería posible identificar, al menos, cuatro hipótesis distintas, 
que acarrearían las siguientes consecuencias: mero incumplimiento, que no traería 
aparejada sanción alguna; quebrantamiento no grave, sancionable con una inten-
sificación del plan respectivo (artículo 52 inciso segundo); quebrantamiento grave 
no persistente, sancionable con la consecuencia menos gravosa en el marco del ré-
gimen alternativo que prevén los distintos numerales del artículo 52, según la clase 
de pena quebrantada; y, finalmente, quebrantamiento grave persistente, sancionable 
con la medida más gravosa establecida en dicho régimen.

En ese sentido, de acuerdo con el numeral 3° del artículo 52, el quebranta-
miento de la libertad asistida –simple o especial– permite al juez ampliar el plazo de 
dicha sanción o, alternativamente, sustituirla por la pena inmediatamente superior. 
La primera situación podría tener lugar en el caso de un quebrantamiento grave no 
persistente (v.gr., el adolescente alterna asistencias con inasistencias a las citaciones 
realizadas por el delegado, durante todo el plan), mientras que la imposición de la 
sanción inmediatamente superior correspondería frente a un incumplimiento grave 
y persistente (por ejemplo, luego de aprobado el plan de intervención individual, el 
adolescente no asiste a ninguna de las citaciones que le efectuó el delegado)77.

No obstante, además de los criterios explicitados, por razones sistemáticas el 
Tribunal encargado de la ejecución debería considerar el criterio del interés superior 

74  Desde un punto de vista más general, Maldonado (2014) p. 40, n. 50.
75  Alexy (2011) pp. 15-19; Fernández (2010) pp. 84-87; Kaspar (2014) pp. 101-102.
76  De la Mata (2007) pp. 221-222.
77  En cambio, un mero quebrantamiento se produciría si, por ejemplo, el adolescente llega con diez 
minutos de retraso a una de las citaciones realizadas por el delegado; mientras que un quebranta-
miento no grave podría verificarse si el adolescente falta a una de esas mismas citaciones. 
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del adolescente78, en los términos del artículo 2° de la ley, así como los principios 
de responsabilidad y de reinserción social del artículo 20 y la excepcionalidad de la 
privación de la libertad en los términos del artículo 47. Asimismo, también consti-
tuyen límites a la discrecionalidad judicial, en este contexto, las garantías reconoci-
das en la Convención sobre los Derechos del Niño y en los demás tratados e instru-
mentos internacionales, según prevé el artículo 1°.

VI. APLICACIÓN TEMPORAL DE LA REFORMA RELATIVA AL 
QUEBRANTAMIENTO DE CONDENA DE ADOLESCENTES

1.	 Planteamiento del problema y requisitos para la aplicación retroactiva de 
la ley penal

El artículo 55 de la Ley Nº 21.527 establece diversas modificaciones a la Ley 
Nº 20.084, siendo de especial relevancia para el presente trabajo la que se contiene 
en el numeral 43, que es, justamente, aquella que altera la regulación del quebranta-
miento de condena de adolescentes. Dicha reforma debe ser complementada con las 
disposiciones transitorias que prevé la Ley Nº 21.527. Ellas, en su artículo 1°, estable-
cen una vacancia relativa a la vigencia de la ley, que “comenzará a regir en forma gra-
dual”, de acuerdo con un cronograma basado en diversas zonas geográficas del país.

En concreto, ella regirá transcurridos doce meses desde su publicación en el 
Diario Oficial en las Regiones de Arica y Parinacota, Tarapacá, Antofagasta, Ata-
cama y Coquimbo; lapso que se extenderá a veinticuatro meses en el caso de las 
Regiones del Maule, Bío Bío, Ñuble, La Araucanía, Los Ríos, Los Lagos, Aysén 
del General Carlos Ibáñez del Campo y Magallanes y de la Antártica Chilena; y a 
treinta y seis meses tratándose de las Regiones de Valparaíso, del Libertador General 
Bernardo O’Higgins y Metropolitana de Santiago. Esto último es importante, pues 
la vigencia de la ley, en las Regiones más pobladas del país y en las que, por ende, 
más se aplica la Ley Nº 20.084, es la que se encuentra más diferida en el tiempo.

Adicionalmente, el artículo 6° transitorio dispone una vacancia específica en 
el caso de las “normas de derecho penal sustantivo” de la Ley Nº 20.084. De acuer-
do con ella:

[n]o obstante […] lo dispuesto en el inciso primero del artículo primero transitorio de la pre-
sente ley, las normas que introducen modificaciones a la ley Nº 20.084, previstas en los nu-
merales 15, 17, salvo en lo que respecta al artículo 25 bis que se introduce, y 18 del artículo 
55 de la presente ley, entrarán en vigencia en todo el territorio nacional en la fecha prevista 
en el numeral 1 del inciso referido.

78  Véase, a propósito de su reconocimiento, Comité de los Derechos del Niño (2017) p. 7; Corte 
Suprema, 12/05/2023; véase, igualmente, Berríos (2022) p. 92, con referencias expresas a su conside-
ración en la fase de ejecución de la condena; así como Altava (2002) pp. 354 y ss.; Vera (2012) p. 58. 
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Del tenor literal de dicho artículo se desprende que las modificaciones al 
quebrantamiento de condena de adolescentes, en tanto no están incluidas en los 
preceptos exceptuados del régimen de vigencia gradual, tendrían que ajustarse a este 
y, por ende, entrar en vigor transcurridos doce, veinticuatro o treinta y seis meses 
desde la publicación de la ley en el Diario Oficial, dependiendo de la zona geográfi-
ca de la que se trate.

Frente a lo señalado surge la pregunta relativa a si es posible, a pesar del tenor 
literal del artículo 6° transitorio, sostener que las reformas introducidas en materia 
de quebrantamiento de condena de adolescentes pueden aplicarse a hechos ocurri-
dos con anterioridad a su promulgación, o bien, a hechos ocurridos con posteriori-
dad a su promulgación, pero antes de que se cumpla el plazo de vacatio legis.

Para abordar esta cuestión, ha de considerarse lo que dispone el artículo 19 
número 3 inciso octavo de la Constitución Política de la República, según el cual, 
“[n]ingún delito se castigará con otra pena que la que señale una ley promulgada 
con anterioridad a su perpetración, a menos que una nueva ley favorezca al afec-
tado”. Dicho precepto, que regula el principio de irretroactividad de la ley penal 
(desfavorable) o de prohibición de retroactividad79 (desfavorable), establece como 
excepción el caso en que la ley promulgada sea más beneficiosa para la persona afec-
tada con ella80, situación que, a nuestro juicio, se presenta respecto del nuevo esta-
tuto del quebrantamiento de condena de adolescentes, como veremos infra.

En coherencia con lo establecido en la Constitución Política de la República, 
el artículo 18 del Código Penal se refiere al problema de la irretroactividad de la ley 
penal, desarrollando los requisitos que deben cumplirse para que pueda aplicarse 
retroactivamente una ley de esa índole. Sobre esa base, es necesario:

Primero, que con posterioridad al delito se dicte una nueva ley, circunstancia 
que claramente se verifica respecto de las modificaciones atingentes al quebranta-
miento de condena de adolescentes.

Segundo, esa nueva ley debe encontrarse promulgada, situación que también 
concurre respecto de la reforma en comento. Asimismo, dicha modificación fue pu-
blicada en el Diario Oficial, lo que cierra una de las discusiones que se plantean res-
pecto de la sucesión de leyes penales en el tiempo, esto es, si es necesario, además de 
la promulgación del texto, su publicación en el Diario Oficial81. Ahora bien, atendi-
do que la ley establece disposiciones transitorias que regulan su vigencia temporal es 
posible, en la línea de lo señalado supra, que nos encontremos ante dos problemas 
atingentes a dicha exigencia: por una parte, la determinación de la legislación apli-
cable a los quebrantamientos ocurridos con anterioridad a la fecha de promulgación 
de la ley, respecto de los cuales debe disiparse si ellos han de ceñirse a la ley vigente 

79  van Weezel (2023) p. 65.
80  Hipótesis que también se conoce como “retroactividad de la ley penal más favorable”. Así, Cury 
(2020) p. 288. 
81  Véase, a propósito de dicha discusión, por ejemplo, Labatut (1992) p. 53; Politoff, Matus y 
Ramírez (2019) pp. 129-130; van Weezel (2023) p. 68.
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en aquella época o si cabe la posibilidad de aplicar el nuevo estatuto; por otra parte, 
la determinación de la legislación aplicable a los quebrantamientos que se verifi-
quen con posterioridad a la promulgación de ley, pero antes de que se cumpla el 
plazo establecido por el legislador para que ella entre en vigencia.

Tercero, para aplicar retroactivamente una ley penal es necesario que la nue-
va ley, que ha sido dictada y promulgada, resulte más favorable para la persona 
afectada con ella. Como plantea Navas, ya que la Constitución Política de la Re-
pública únicamente se refiere a una “ley más favorable”, cabe entender que ella no 
se circunscribe solamente a la pena específica que se señala en abstracto, aludien-
do “también a otros aspectos penales sustantivos que puedan mejorar la situación 
jurídico-material del acusado”82. Sobre esa base, se vuelve preciso establecer cuándo 
una ley es, efectivamente, más beneficiosa para, en este caso, un adolescente que ha 
quebrantado la condena penal que se le impuso. Dicho análisis supone, adicional-
mente, determinar si debe aplicarse el nuevo estatuto “en bloque” o si cabe la deno-
minada “lex tertia”, esto es, aplicar las disposiciones más favorables de uno y otro 
estatuto legal.

2.	 Ley más favorable y eventual aplicación de la lex tertia

Respecto del último requisito planteado es posible sostener que el nuevo régi-
men, introducido por la Ley Nº 21.527 es, efectivamente, más beneficioso para el 
adolescente. La extensión máxima del presente trabajo nos impide comparar cada 
una de las modificaciones legales introducidas por dicha ley; sin embargo, como 
respaldo de dicha afirmación es posible señalar los siguientes cambios, que apuntan 
a una regulación más favorable para el adolescente que quebranta su condena:

En primer lugar, el nuevo inciso final del artículo 13 de la Ley Nº 20.084 re-
dujo de tres años a dieciocho meses el límite máximo de la libertad asistida simple. 
En la misma línea, el nuevo artículo 18 de la ley referida, en su inciso final, tam-
bién prevé un límite máximo, en este caso, de cinco años, para la pena de libertad 
asistida especial con internación parcial que, de acuerdo con el régimen previo, 
podía tener una duración de hasta diez años tratándose de adolescentes mayores de 
dieciséis y menores de dieciocho años.

En segundo lugar, el nuevo artículo 21 de la Ley Nº 20.084 hace inaplicable, 
en el proceso de individualización de la pena, el artículo 351 del Código Procesal 
Penal sobre reiteración delictiva. Por ende, frente a una reiteración de delitos de la 
misma especie, ejecutados por un adolescente, está expresamente prohibida la regla 
de acumulación jurídica con exasperación allí regulada, lo que redundará en una 
pena más favorable para el condenado.

En tercer lugar, en lo que aquí interesa, el nuevo artículo 52 de la Ley 
Nº 20.084 sobre quebrantamiento de condena prevé, en su numeral 4°, una alter-
nativa que no existía en el estatuto anterior. Se trata de la posibilidad de sancionar 

82  Navas (2022) p. 49. En la misma línea, Kindhäuser (2017) p. 44. Véase, igualmente, Rettig 
(2017) p. 144. 
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el quebrantamiento de la libertad asistida especial con internación parcial (equiva-
lente a la antigua internación en régimen semicerrado) mediante una ampliación 
del plazo de dicha condena y no, necesariamente, una sustitución por internación 
en régimen cerrado. Adicionalmente, de acuerdo con lo señalado supra, en caso de 
quebrantamientos no graves de cualquiera de las sanciones, se faculta al Tribunal 
encargado de la ejecución para aplicar una mera intensificación del correspondiente 
plan de intervención, hipótesis no reconocida en el antiguo estatuto.

Si volvemos a los dos supuestos señalados anteriormente, resulta que, tra-
tándose de quebrantamientos ocurridos con anterioridad a la fecha de publicación 
de la Ley Nº 21.527, tendríamos una ley dictada, promulgada y más favorable 
(aunque aún no vigente) que, por lo mismo, podría aplicarse retroactivamente. En 
cambio, tratándose de quebrantamientos que se verifiquen con posterioridad a la 
publicación de la ley, pero antes de que se cumpla el plazo establecido por el legis-
lador para que ella entre en vigencia, sería posible de todos modos aplicar la nueva 
normativa a la luz de lo que establece la Constitución Política de la República. En 
efecto, el hecho de que esta requiera que el texto legal esté promulgado, no así que 
se encuentre vigente, respaldaría una aplicación retroactiva del nuevo estatuto.

En contra de lo aquí planteado podría sostenerse, como hace un sector de la 
doctrina, que estamos ante un caso de oscuridad de la ley83, específicamente, del ar
tículo 18 del Código Penal, que facultaría a apartarse de su sentido literal, de acuer-
do con lo que establece el artículo 19 inciso segundo del Código Civil. Gracias a 
ello sería posible entender que cuando la ley se refiere a una disposición “promul-
gada”, en realidad quiere aludir a una disposición que ha entrado en vigencia. En 
apoyo a dicha tesis se refieren, adicionalmente, los antiguos artículos 6°, 7° y 8° del 
Código Civil, que empleaban el concepto de promulgación para aludir a la publi-
cación de la ley84, que suele ser el momento a partir del cual ella entra en vigencia.

Junto con ello, la doctrina aludida destaca las inconsistencias que supone atri-
buir a la expresión “promulgada”, contenida en los incisos primero, segundo y ter-
cero del artículo 18 del Código Penal, un significado distinto. Efectivamente, mien-
tras la referencia del inciso primero sería entendida como sinónimo de entrada en 
vigencia (a propósito de la irretroactividad de la ley penal), en los incisos segundo y 
tercero el mismo vocablo sería interpretado en términos literales85, esto es, como el 
acto a través del cual el Presidente de la República sanciona una ley conforme a la 
Constitución Política de la República, dictando el correspondiente Decreto Supre-
mo; exégesis que carecería de sentido.

Adicionalmente, la doctrina en comento plantea que “si los tribunales aplican 
retroactivamente una ley más favorable sin esperar que ésta entre en vigor, se corre 

83  Novoa (2015) p. 185.
84  Novoa (2015) p. 185.
85  Bascuñán (2022) p. 17.
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el peligro de que la ley sea derogada antes de dicho momento, con lo cual se aplica-
ría un texto que la voluntad soberana del legislador nunca quiso que se aplicara”86.

En fin, igualmente, podría afirmarse que la tesis que aquí se defiende permite 
una aplicación de la reforma a la Ley Nº 20.084, que es contraria al texto expreso 
de la Ley Nº 21.527, la cual, justamente, establece una vacatio legis, además de una 
vigencia diferida según el territorio en que aquella se aplique.

Dichos argumentos, sin embargo, no nos parecen concluyentes, especialmen-
te tratándose de disposiciones legales que inciden negativamente en los derechos 
fundamentales de los adolescentes a quienes se les aplica el régimen de responsa-
bilidad penal juvenil. Para fundamentar nuestra posición, podemos recurrir tanto 
al texto expreso de la Constitución Política de la República como a algunos de los 
principios que fluyen de su articulado o que encuentran reconocimiento en el siste-
ma internacional de los derechos humanos de la infancia.

Por una parte, de acuerdo con el artículo 19 número 3 inciso octavo de la 
Constitución Política de la República, para aplicar retroactivamente una ley penal 
más favorable basta con que ella haya sido promulgada, no exigiéndose que la ley 
en cuestión se encuentre vigente. En la misma línea se pronuncia la doctrina ma-
yoritaria87, que basa su postura, fundamentalmente, en el hecho de que el artículo 
18 del Código Penal, para efectos de una aplicación retroactiva de la ley penal más 
favorable, sólo impone que dicha ley esté promulgada y no que esté vigente.

Por otra parte, no resulta equivalente establecer un sistema de vacatio legis de 
disposiciones procesales, como fue el caso de la Reforma Procesal Penal, que dispo-
ner una aplicación diferida de normas sustantivas, por cuanto, tratándose de esta 
última, existe una regulación constitucional que obliga a la aplicación retroactiva de 
las leyes penales favorables, la cual no puede ser dejada sin efecto por una norma de 
inferior jerarquía.

Adicionalmente, si se concluye que las reformas introducidas por la Ley 
Nº 21.527 a la Ley de Responsabilidad Penal Adolescente son más favorables, no 
aplicarlas a ciertas zonas geográficas y sí a otras provocaría un trato desigual88 de los 
jóvenes infractores, cuyo destino dependería de una cuestión absolutamente con-
tingente, a saber, si se encontraba vigente la reforma aludida en la región donde se 
perpetró el hecho.

A mayor abundamiento, insistir en una aplicación diferida podría llevar a 
plantear una eventual diferencia arbitraria89 –esto es, una distinción carente de ra-

86  Oliver (2007) p. 33. Véase, igualmente, Bascuñán (2001) pp. 20-21, refiriendo los inconvenien-
tes que surgirían si, antes de terminado un periodo de vacancia, la ley fuese objeto de derogación, 
riesgo que en el caso que analizamos parece remoto.
87  Cury (2011) p. 230; Etcheberry (2010) p. 144; Matus (2012) p. 102.
88  En términos constitucionales, ello implicaría una afectación de la igualdad ante la ley, reconocida 
en el artículo 19 número 2 de la Constitución Política de la República. Véase, respecto de dicha ga-
rantía, por todos, Nogueira (2006) pp. 64-66. 
89  Véase, relacionando dicha idea con las nociones de no discriminación e igualdad, Díaz de Valdés 
(2014) p. 155.
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zones sustantivas– respecto de aquellos adolescentes infractores que se ubican en las 
regiones donde la vigencia temporal de la ley en comento se encuentra más diferida.

Por último, los argumentos señalados supra no tienen el peso suficiente como 
para desatender al interés superior del adolescente, en tanto principio fundante del 
sistema internacional de los derechos humanos de la infancia.

En otro orden de cosas, podría discutirse si cabe una aplicación de la deno-
minada lex tertia en un caso como el que analizamos. Entendemos por lex tertia el 
supuesto en el cual el tribunal, existiendo una sucesión de leyes penales en el tiem-
po, considera, simultáneamente, elementos favorables de dos estatutos jurídicos: 
uno que ha sido reformado y aquel que prevé dicha reforma90. Si bien la doctrina 
mayoritaria se opone a dicha alternativa91, autores como Bascuñán, recientemen-
te, la han defendido, indicando que, de acuerdo con la garantía de lex praevia92, el 
juez debe aplicar lo favorable del estatuto reformado, estándole prohibido aplicar 
lo desfavorable del nuevo régimen93. Es cierto que el propio Bascuñán plantea que, 
para proceder de la manera indicada, la ley en cuestión debe estar vigente94; sin em-
bargo, no advertimos impedimentos normativos y, especialmente, constitucionales, 
para sostener su procedencia incluso ante leyes favorables no vigentes que ya han 
sido promulgadas.

En principio, la posibilidad de aplicar la lex tertia no se planteará respecto del 
quebrantamiento propio, pues el nuevo estatuto es claramente más beneficioso que 
aquel todavía vigente, lo que llevaría a aplicar “en bloque” la nueva normativa. Por 
el contrario, el llamado quebrantamiento impropio se encontraría en una situación 
distinta, si se parte de la base de que varios de los supuestos en él regulados no te-
nían cobertura en el estatuto antiguo, lo que impediría hablar, con propiedad, de 
la existencia de una ley más favorable en ese específico supuesto. Así, por ejemplo, 
si un adolescente incurre en un quebrantamiento propio e impropio antes de la 
entrada en vigencia de la ley, pero después de su promulgación, podría aplicársele 
retroactivamente la nueva ley respecto del quebrantamiento propio, resultando du-
doso si puede hacerse lo mismo respecto del quebrantamiento impropio.

Este último caso puede ilustrarse con el siguiente ejemplo: según el artículo 
52 bis del nuevo estatuto, la renuencia reiterada del condenado a presentarse a la 
ejecución de la condena o su no concurrencia a las citaciones que se le comuniquen 
para la determinación del plan de intervención debe ser tratada como un quebran-
tamiento de condena. Según el régimen actualmente vigente, podría discutirse si 
dicha hipótesis constituye quebrantamiento, si se asume que no puede estimarse 

90  En ese sentido, por ejemplo, Couso (2011) p. 440.
91  Etcheberry (2010) p. 144; Garrido (2018) pp. 110-111. 
92  Kindhäuser (2017) pp. 41-42; Rettig (2017) pp. 142 y ss.; Velásquez (2009) p. 183.
93  Bascuñán (2019) pp. 195-196, indicando la manera de operativizar dichos postulados en la práctica.
94  Bascuñán (2019) p. 176.



 155 
Revista Chilena de Derecho | Chilean Journal of Law | Vol. 51 Nº 3, pp. 133 - 162 [2024]

Vera Vega,   Jaime / Mayer Lux,  Laura | “La nueva regulación del quebrantamiento de condena de adolescentes:…”

como tal un suceso que ocurre antes de que comience a cumplirse la condena95. 
De aplicarse esta postura, el estatuto actual sería más favorable que el previsto en 
la reforma, de modo que, frente a un caso en que se atribuya a un adolescente esta 
modalidad de quebrantamiento impropio, además de un quebrantamiento propio 
(v.gr., porque tiene dos penas que cumplir), se verificaría el supuesto de aplicación 
de la lex tertia antes referido.

Pues bien, si consideramos en dicho contexto lo planteado supra, el Juzgado 
de Garantía, actuando como tribunal de ejecución, debería aplicar lo favorable del 
nuevo estatuto sobre quebrantamiento propio; mientras que, tratándose del que-
brantamiento impropio, en el evento de que el adolescente estime que el nuevo 
estatuto le resulta desfavorable en comparación con el régimen vigente al momento 
de la perpetración del hecho, podría solicitarle al juez referido que no le aplique el 
nuevo estatuto de quebrantamiento impropio, invocando como fundamento para 
ello la garantía de lex praevia.

VII. CONCLUSIONES

El quebrantamiento de condena de adolescentes se encuentra regulado como 
un sistema de sanciones de refuerzo, cuyo fundamento es la (correcta) “adminis-
tración de justicia”. Esta puede identificarse, entre otras cosas, con el hecho de que 
las sanciones penales impuestas a través de una sentencia firme sean efectivamente 
cumplidas por quienes corresponda.

En términos legales, el quebrantamiento “propio” supone que el adolescente 
no dé cumplimiento en forma grave o reiterada a alguna de las penas impuestas en 
virtud de la ley, circunstancia que habilita al tribunal a aplicar algunas de las san-
ciones (más graves) que la misma ley indica. Por ende, ellas no proceden en caso 
de meros incumplimientos o de quebrantamientos no graves. El quebrantamiento, 
además, debe concebirse como un hecho del adolescente y, como tal, imputable a 
su conducta objetiva y subjetivamente.

Tratándose del primer supuesto de quebrantamiento “impropio”, aplicable 
si se cometen uno o más simples delitos de menor gravedad que el que fundó la 
condena inicial, dicha gravedad debe analizarse en concreto, en atención a los fines 
y principios del sistema de responsabilidad penal juvenil. Tal supuesto no procede 
si se perpetra un crimen, pero podría considerarse en hipótesis de faltas, en virtud 
de una aplicación analógica in bonam partem. Además, el número de hechos adicio-
nales ha de tenerse en cuenta al momento de establecer la consecuencia jurídica del 
quebrantamiento.

El segundo caso de quebrantamiento “impropio”, aplicable frente a una re-
nuencia reiterada del adolescente, supone una conducta, repetida y sostenida en el 

95  Así, Corte de Apelaciones de Puerto Montt, 18/12/2018. En el mismo sentido, Corte de Apela-
ciones de Puerto Montt, 28/10/2016, destacando que el juez puede decretar el quebrantamiento, en 
la medida en que el hecho que da lugar al mismo ocurra durante la ejecución de la pena.
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tiempo, así como refractaria a la ejecución de la condena o a la presentación a las 
citaciones relativas a la determinación del plan de intervención.

El quebrantamiento de la medida de internación en régimen cerrado sigue 
sin tener una consecuencia asociada, no pudiendo aplicarse las reglas del quebran-
tamiento de condena de adultos, atendida la existencia de un sistema especial para 
menores de dieciocho años.

La imposición conjunta de una sanción de refuerzo por el quebrantamien-
to de condena y de una pena por el delito de desacato envuelve una infracción al 
principio non bis in idem; mientras que, la aplicación de alguna de las medidas 
accesorias a las sanciones para casos de violencia intrafamiliar sólo procederá según 
criterios de estricta necesidad y proporcionalidad96. Por razones similares, no cabe 
aplicar a un adolescente la regla de quebrantamiento del artículo 16 inciso tercero 
de la Ley Nº 19.327, sobre violencia en espectáculos de futbol profesional; ni la del 
artículo 209 inciso primero de la Ley de Tránsito.

Si bien el juez cuenta con facultades discrecionales a la hora de establecer me-
didas de refuerzo frente al quebrantamiento de ciertas sanciones, él debe tener en 
cuenta diversos criterios, entre los que destaca la naturaleza del incumplimiento y 
su persistencia.

Por último, a pesar de la vacancia legal que prevé expresamente la Ley 
Nº 21.527, es posible que esta se aplique a hechos ocurridos antes de su promul-
gación, o bien, entre su promulgación y entrada en vigencia, sobre la base de lo 
dispuesto en el artículo 19 número 3 inciso octavo de la Constitución Política de 
la República, en relación con el artículo 18 del Código Penal. Además, existen 
hipótesis en que podría tener aplicación la denominada lex tertia, por ejemplo, si 
un mismo adolescente incurre en un quebrantamiento propio y en uno impropio, 
siempre que en este último el nuevo estatuto sea más desfavorable que el previo a la 
Ley Nº 21.527.
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